









mento propone la exploración de algunas de las 
externalidades asociadas al proceso de privatización 
del sector eléctrico y propone correctivos y estra-
tegias para lograrlos, bajo una nueva concepción 
empresarial de los servicios públicos, en la cual se 
“populariza” o democratiza la propiedad y decisión 
de estas. 
La dicotomía interés privado-público se pre-
senta claramente en el caso de la adquisición total 
o parcial de compañías de servicios públicos por 
parte del sector privado, o en el caso de las que 
son estatales y deben pagar los empréstitos ya ad-
quiridos, a menos que exista una verdadera norma-
tividad y estrategias al respecto, ya que esquemas 
como el de ahorro y el uso eficiente se enfrentan 
ante la necesidad y la lógica de lograr facturar más5, 
a menos que los consumidores sean conscientes y 
exigentes respecto a esta posibilidad. 
En ambientes que no son aún realmente de 
competencia abierta, como es el caso colombi-
ano, en el cual del monopolio del Estado se ha 
pasado prácticamente al monopolio privado de 
servicios públicos, en el caso de la distribución de 
energía existe un factor determinante que limita 
o incluso previene la posibilidad del ahorro y el 
uso eficiente de energía, que es el de la racionali-
dad económica de las compañías de distribución 
de energía eléctrica, privadas especialmente, que 
buscan la recuperación del capital invertido en el 
menor plazo posible y para ello la facturación por 
consumo juega un papel preponderante. Eso puede 
ser distinto en el caso de la generación, que presenta 
mayor adelanto o avance hacia la competencia; esta 
situación se presenta en los sistemas de distribución 
que se consolidan como un monopolio natural 
basados en las economías de escala relacionadas 
con sus propias características, aunque no existe 
tan fácilmente en contextos en los cuales las com-
pañías prestadoras del servicio de energía tienen 
que competir por el consumidor final y por tanto 
deben ofrecer los menores costos con el mejor nivel 
de servicio posible, como parece ser el caso de los 
Estados Unidos en los últimos años, país en el cual 
tanto los generadores como los distribuidores de 
energía enfrentan condiciones de plena compe-
tencia o muy cercanas a ello6. En Estados Unidos 
las compañías prestadoras del servicio de energía 
han comprendido que se debe ofrecer un paquete 
integral energético y han asociado la asesoría e 
instalación de medidas de eficiencia energética a 
los usuarios como una de las líneas de negocio más 
importantes, por cuanto les disminuye costos de 
prestación del servicio en el mediano plazo, al no 
tener que instalar antes de tiempo mayor capacidad 
de generación o tener que comprar más energía y 
les aumenta las posibilidades de “lealtad” del con-
sumidor, por cuanto este siente que la compañía 
defiende su interés y su bolsillo.
Esta relación de pertenencia o lealtad entre la 
empresa y el consumidor podría aumentar incluso 
ante la nueva perspectiva de que, en el caso de la 
energía eléctrica por lo menos, el cliente pueda 
convertirse en cogenerador y vender los excedentes 
a la compañía principal.
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resultan en nueva legislación nuevas actitudes 
acerca de diferentes fuentes de energía, reque-
rimientos adicionales ambientales, sociales y 
técnicos, que pueden incidir notablemente en la 
elección de alternativas. El precio de la energía o 
del agua, especialmente en situaciones de coyun-
tura como la actual, en las cuales los precios oscilan 
altamente y en momentos bajan considerable-
mente, dependiendo, por ejemplo, de condiciones 
climáticas que son interpretadas por los usuarios en 
la dirección de no adoptar medidas de eficiencia a 
la espera de “gangas”. 
En el caso de los combustibles o fuentes ener-
géticas se requieren mayores estudios y evalua-
ciones para minimizar los niveles de incertidumbre 
a valores razonables y garantizar la presencia e 
inclusión de todos los actores sociales pertinentes. 
Los costos y precios relativos de los combustibles y 
fuentes energéticas juegan un papel determinante 
en la selección de las opciones. 
En el sector transporte tendrá gran incidencia 
el comportamiento de los precios de la gasolina, 
que están siendo liberados, puesto que su fluctua-
ción incidiría en el periodo de amortización de los 
equipos de conversión de gasolina a gas natural. 
Por otro lado, la conexión del gas para el suminis-
tro domiciliario haría suponer que el precio del 
gas tenderá a permanecer bajo por economías de 
escala y por el subsidio ya existente representado 
en la inversión en los gasoductos troncales, aunque, 
igualmente, la liberación del mercado de energía 
eléctrica debería manifestarse eventualmente en 
disminuciones de precio que afectaría, aunque 
más levemente, las ventajas del gas natural desde 
el punto de vista precios, aclarando que de todos 
modos la diferencia actual es suficientemente 
grande; los costos de conexión al sistema de gas 
natural pesan sobre los posibles usuarios en una 
época en la cual el desempleo y la estrechez econó-
mica son altos. Al igual que en el caso de la gasolina 
vehicular, cualquier aumento de los precios de la 
electricidad en relación con los del gas natural 
domiciliario incentivarán el reemplazo, teniendo 
en cuenta que existan canales de financiación 
adecuados y atractivos.
La conclusión es que es necesario dar señales 
claras a los usuarios y al mercado acerca de los 
precios relativos del gas frente a los de la electrici-
dad y la gasolina, si se quiere acelerar y consolidar 
la masificación del gas, especialmente en el sector 
transporte. En el caso del sector doméstico, es nece-
sario estimular la competencia para garantizar los 
costos más bajos posibles de instalación e incluir 
la conexión y consumo del gas natural dentro del 
servicio energético integral que se ofrece, amorti-
zando sus costos dentro del recibo mensual integral 
de energía. En síntesis, si se quiere una verdadera 
eficiencia energética, los precios deberán reflejar 
verdaderamente todos los factores que conforman 
las características propias del energético.
III. Hacia las empresas de 
“cuarta generación”
a. un “subsidio” escondido
Las apreciaciones anteriores conllevan a una refle-
xión adicional, que consiste en que la sociedad en 
su conjunto “subsidia” el consumo suntuario de 
los estratos más altos de población, al considerar a 
través de las tarifas, basadas en el cálculo del costo 
marginal, los precios a los cuales factura el servicio, 
por cuanto ignora que la necesidad de instalación 
de infraestructura y de agotamiento del recurso 
se aceleran por cuenta de un consumo adicional 
de 10 veces. Tal es el caso de las bombillas fluorescentes frente a las incandes-
centes, que ahorran casi el 75% de la energía útil para iluminación, puesto que 
no la disipan en calor.
10 Existen avances importantes en artefactos de ahorro de agua, como los inodoros 
de 6 litros por descarga frente a los convencionales de 15 y 16 litros, y duchas 
de ahorro, que disminuyen en 35% el consumo. Las nuevas lavadoras de ropa 
ofrecen disminuciones entre el 15% al 40%.
11 Chaparro, Fabio. Ponencia ante 800 universitarios en la asamblea anual de la 
A.C.A.C. en Pereira, 1995. 
12 En esta definición se debe ser muy cuidadoso de reconocer las diferen-
cias de consumo energético originadas por diferencias como la existencia de 
estaciones.
13 Esta situación es más crítica si se ignoran las “externalidades” y los costos 
asociados a la extinción del recurso. 
14 La única argumentación que suaviza las anteriores afirmaciones es la de las 









actual que es crecientemente innecesario, o por lo 
menos no indispensable, a medida que el actor más 
solvente económicamente lo usa ampliamente e 
incluso indiscriminadamente en razón de su costo 
relativamente bajo para su poder adquisitivo. Es 
cierto que los cargos básicos son diferentes, así 
como el consumo se cobra en función del número 
de kilovatios hora mes consumidos, pero también 
es cierto que a partir de determinada cantidad de 
consumo este se hace cada vez menos indispensable 
para la calidad de la vida14 y la forma de cálculo de 
los costos marginales de producción no incluyen 
adecuadamente estas consideraciones. 
Sólo una estrategia clara al respecto, que tras-
cienda la reglamentación actual, en la cual se exija, 
motive e integre a las compañías distri-buidoras a 
programas reales de eficiencia energética y se ge-
neren recursos que podrían provenir de sobrecostos 
asociados a las tarifas (un pequeño porcentaje de 
ellas), obligatorios para los consu-midores (en la 
forma de “levies”), podría acelerar este tipo de 
conductas como lo muestran expe-riencias en los 
Estados Unidos y en Inglaterra. El caso colombiano 
requiere revisar el esquema tarifario de los estratos 
más altos, que actualmente sólo tienen un 20% 
sobre el costo marginal de prestación del servicio 
independientemente de su cantidad de consumo, 
lo cual puede estar escon-diendo un subsidio “al 
derroche”. Los recursos irían a un fondo de pro-
moción de la eficiencia energética.
La ausencia de campañas y programas efectivos 
de eficiencia energética configura una dinámica en 
la cual aparecen costos marginales crecientes de 
prestación del servicio que recaen en la sociedad; 
los estratos más altos podrían estar recibiendo un 
subsidio del resto de la sociedad en la medida en 
la que ni sus cargos fijos iniciales ni las tarifas de 
su consumo reflejan adecuadamente el costo de 
oportunidad que representan tanto la necesidad 
de instalar anticipadamente mayor infraestruc-
tura como los costos asociados a la extinción más 
temprana de los recursos y la necesidad de buscar 
otros sustitutos más costosos o riesgos15-16. En 
condiciones de tarifas subsidiadas los anteriores 
aspectos configuran un doble costo adicional para 
el estado y los usuarios, por cuanto los subsidios 
y pagos podrían ser menores si se establece un 
programa de uso eficiente de energía para los 
estratos subsidiados y porque los costos margin-
ales crecientes provenientes de las necesidades de 
expansión del sistema resultan en mayores eroga-
ciones del fisco y del usuario para el mismo fin. 
Se propone, por tanto, incorporar en las tarifas 
esquemas que reflejen realmente el costo del con-
sumo suntuario, especialmente en los estratos más 
altos, cuyo comportamiento de consumo eléctrico, 
si se compara con el consumo actual del estrato 4, 
podría tener unos costos para la sociedad, bastante 
mayores que el 20% adicional al costo marginal 
de prestación del servicio que actualmente pagan. 
De ahí la importancia de revisar los “escalones 
tarifarios” que existían en Colombia, y que a raíz 
de la reorganización del sector eléctrico se abolieron 
o minimizaron, para rediseñarlos y restituirlos, lo 
cual requeriría la eliminación de “techos” de tarifas 
actualmente en vigencia para los estratos 5 y 6. El 
“subsidio escondido” se origina en el sobrecosto 
para toda la sociedad, al tener que expandir más 
pronto el sistema de suministro, por el consumo 
suntuario que generan los estratos más altos. Se 
toma este consumo como la diferencia de consumo 
promedio del estrato 4, que paga el precio equiva-
lente al costo marginal de prestación del servicio 
en el corto y mediano plazos (que con-templa 
solamente los costos de operación, –trans-misión, 
distribución, comercialización y reposición de 
los sistemas existentes–) y el consumo superior 
a este promedio. La sociedad tendrá que instalar 
expansiones del sistema de suministro más pronto, 
en la medida en la cual el consumo crezca más 
rápidamente. Si bien es cierto que actualmente los 
estratos 5 y 6 pagan un 20% adicional por kilo-
vatio consumido, esta figura no ha sido realmente 
evaluada en función de la significación real para 
la sociedad de ese consumo suntuario. Sería más 
ajustado a la realidad si, además de ese sobrecosto 
del 20% que se basa en solidaridad social por la 
diferencia de ingresos entre estratos, se aplicara el 
criterio de “subsidio escondido” que debe asumir 
toda la sociedad. Los estratos más bajos cuentan 